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Condenado LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO
C.C #19246070

CONSTANCIA SECRETARIAL ,-'' /

A partir de hoy 18 de agosto de 2022, quedan las diligencias en secretaría a
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia 410-del';
DOS (2) de AGOSTO de DOS MIL VEINTIDÓS (2022), por el término de cuatro' ,
(4) días para que presente la sustentación respectiva, ;de conformidadva.Jí>'
dispuesto en el Art. 194 inciso 1o del C.P.P. Vence el 23-de ágosfo de 2022.

Vencido el término del traslado, SlJ3 N0 Q ^e preséptó sustentación
del recurso.

EL SECRETARIO

EL TORRES QUINTERO \

Número Úriico 110016000102201200104-00
Ubicación/5182
Condenado LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO
C.C #'19246070

CONSTANCIA SECRETARIAL

Apartir de hoy 24 de Agosto de 2022, se corre traslado por el término común de
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194
inciso 1o del C.P.P. Vence el 29 de Agosto de 2022.

Vencido el término del traslado, SI • NQ^ se presentó escrito.

EL SECRETARIO

S QUINTERO
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RECURSO DE APELACIÓN

Andrea Caballero <andreacaballeroabogada@gmail.com>
Mié 10/08/2022 4:38 PM

Para: Juzgado 12 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas
Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. <ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

ANDREA PATRICIA CABALLERO ARIZA, identificada con cédula de ciudadanía No. 37.843.488 de
Bucaramanga y T.P. 178.648 del C.S.J.actuando como apoderada del señor LUIS EDUARDO
MONTENEGRO, interpongo dentro del término legal el RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DE
AUTO INTERLOCUTORIO NO. 410-2022, DE FECHA 2 DE AGOSTO DE LOS CORRIENTES, el cual me fue
notificado y acuso recibido el 4 de agosto de agosto de los corrientes. (Ley 2213 de 2022, artículo 8).

Cordialmente,


-- 


Andrea Caballero

Abogada




Andrea Caballero Ariza 

Abogada 
 

Página 1 de 8 
 

Bogotá D.C., agosto de 2022. 

 
 
Honorables Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.– 
SALA PENAL. 

E.                                                        S.                                       D. 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

ANDREA PATRICIA CABALLERO ARIZA, identificada con Cédula de 
Ciudadanía número 37.843.488 de Bucaramanga y Tarjeta Profesional 
número 178.648 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de 

apoderada del señor LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO, acudo 
ante su despacho con el fin de sustentar RECURSOS DE APELACIÓN DE 
AUTO No. 5182 QUE NIEGA LA SOLICITUD DE LIBERTAD DEFINITIVA 

POR PENA CUMPLIDA, INTERPUESTO POR ESTA DEFENSA, Y EN SU 
LUGAR, SEA PROFERIDA DESICIÓN CONCEDIENDO LA LIBERTAD 

DERFINITIVA POR PENA CUMPLIDA A FAVOR DE MI PROHIJADO, el 
señor LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO, de acuerdo a los 
siguientes planteamientos: 

 
 

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA AUTOS. 
 

Señor magistrado, es usted competente para conocer este recurso de 

apelación, el cual sustento dentro del término legal otorgado por el 
legislador, de conformidad con la Ley 2213 de 13 de junio de 2022, artículo 
8 y artículo 178 del Código de Procedimiento Penal. 

 
 
 

SOL   ASUNTO: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN DE AUTO QUE NIEGA 

LA LIBERTAD DEFINITIVA – ARTÍCULO 178 DEL C.P.P. 

RADICADO No. 11001600010220120010400 N.I. 5182 

CONDENADO: LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO  
JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA: JUZGADO DOCE DE EJECUCIÓN DE 
PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ.  

 

 

           

 

  

 

RADI 

 

 

   

 R    
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I. DEL AUTO INTERLOCUTORIO NO. 410-2022 IMPUGNADO POR LA 

DEFENSA. 
 

1. El pasado 16 de mayo, la suscrita, actuando como apoderada del 

señor LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO, interpuse 
DERECHO DE PETICIÓN, al JUZGAO 12 DE EJCUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, con la finalidad de solicitar la libertad 
definitiva por pena cumplida a favor de mi prohijado, en los siguientes 
términos:  

 
“Solicito de manera comedida, la libertad definitiva y la expedición de paz y 
salvo a favor del señor LUIS EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO, en 
virtud de la extinción de la sanción penal por pena cumplida, la cual 
fue impuesta por el Juzgado 16 del Circuito con función de Conocimiento, en 
sentencia de fecha 5 de marzo de 2014, por el término de seis (6) años, cuatro 
(4) meses, veinte (20) días. En concordancia, se de aplicación al artículo 476 
de la Ley 906 de 2004, el cual señala: 
 
“ARTÍCULO 476. EXTINCIÓN DE LA CONDENA Y DEVOLUCIÓN DE LA CAUCIÓN. 
Cuando se declare la extinción de la condena conforme al Código Penal, se devolverá la 
caución y se comunicará a las mismas entidades a quienes se comunicó la sentencia 
o la suspensión condicional de la ejecución de la pena.” (Negrita y subrayado 
propios.)” 

 
De la mencionada solicitud, no se recibió respuesta alguna por parte del 

despacho, razón por la cual esta defensa interpone acción de tutela en aras 

de que el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., 

salvaguardara los derechos fundamentales de mi cliente al derecho de 

petición, debido proceso y de manera relevante al derecho a la libertad. 

Es así como el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D.C., acoge nuestros argumentos y falla a favor de los derechos de mi 

prohijado, mediante sentencia de fecha 29 de julio de 2022, Radicado: 

1100122040002022- 02924 N.I. 5533, H. Magistrado Ponente Dr. 

Dagoberto Hernández Peña. 

El 4 de agosto de los corrientes, me fue notificado por parte del Juzgado 12 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del auto interlocutorio No. 

410-2022 de fecha 2 de agosto de los corrientes, en el cual se resuelve:  

“Primero: Negar la solicitud de extinción y liberación definitiva de la 

pena impuesta al señor LUIS EDUARO MONTENEGRO QUINTERO, de 
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acuerdo con las razones expuestas en las consideraciones del 

presente.  

Segundo: Se ordena al Centro de Servicios Administrativos notifique 

inmediatamente al sentenciado y a su apoderada a los correos 

suministrados (…). 

Tercero: No se ordena librar comunicaciones con destino a la DIJIN y 

a la oficina de cobro Coactivo DESAJ Bogotá, pues en auto del 21 de 

julio de 2022 se ordenó la práctica de pruebas para estudiar la 

extinción de la sanción para LUIS EDUARDO MONTENEGRO 

QUINTERO.  

Cuarto: Notificar a todos los sujetos procesales de la presente 

determinación. 

Quinto: Contra la presente decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.” 

II. FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS DE SUSTENTACIÓN AL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR ESTA DEFENSA. 

 
 

➢ HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA SENTENCIA APELADA EMITIDA 
POR EL JUZGADO DOCE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 
DE SEGURIDAD. 

 

El señor Juez expone como sustento dentro del auto apelado, que dentro del 

expediente no se encuentra acreditados los antecedentes de mi prohijado, 

para establecer si durante el periodo de prueba cumplió con las obligaciones 

de que trata el artículo 66 de código penal, y que le fueron impuestas al 

haberse beneficiado de la libertad condicional. 

No solo sobre estos argumentos basó su decisión el Juez de primera 

instancia, pero esta defensa desde ya plantea su inconformidad al encontrar 

que, tal y como señala dentro del mismo proveído impugnado, se nombra el 

auto de fecha 21 de julio de 2022, mediante el cual se ordenó la práctica de 

pruebas “pertinentes, conducentes y útiles” para determinar si el condenado 

cumplió la sanción penal y las obligaciones que conlleva la libertad 

condicional. 

Dentro del mismo proveído de fecha 21 de julio de 2022, se precisa:  



Andrea Caballero Ariza 

Abogada 
 

Página 4 de 8 
 

“Sería del caso entrar a pronunciarse en relación con la solicitud de 

extinción y liberación definitiva de la pena para el condenado 

EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO, de no observarse que el referido 

fue condenado a una pena principal de multa que asciende a ciento 

treinta punto cinco (130.5) SMMLV. 

Igualmente, que no están los antecedentes actualizados para el 

penado EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO.” (Negrilla y subrayado 

propios.) 

Se tiene entonces una situación inverosímil, ya que, en el auto de fecha 21 

de julio de los corrientes, se abstiene el Juez de primera instancia de decidir 

de fondo frente a la orden del Juez de tutela, sobre la petición de libertad 

definitiva de mi prohijado porque fue condenado al pago de una multa, 

además que dentro del plenario no se encuentran actualizados los 

antecedentes del señor MONTENEGRO QUINTERO, en consecuencia, 

ordena la práctica de estas pruebas. Por otra parte, cambia de manera 

abrupta de decisión y el 2 de agosto de los corrientes, niega de manera 

tajante la libertad definitiva de mi cliente por adolecer precisamente de estas 

pruebas, sumado al hecho de que revoca al orden dada el 21 de julio de los 

corrientes, al centro de servicios consistente en librar las comunicaciones 

con destino a la DIJIN y a la oficina de Cobro Coactivo DESAJ Bogotá, “pues 

en auto de 21 de julio de 22022 se ordenó la práctica de pruebas para 

estudiar la extinción de la sanación para LUIS EDUARDO MONTENEGRO 

QUINTERO.” 

Desde esta perspectiva, para esta defensa, es alarmante la postura jurídica 

que toma el Juzgado de primera instancia, ya que, en primer lugar, decreta 

las pruebas necesarias para tomar una decisión de fondo frente a la solicitud 

de libertad por pena cumplida en favor de mi prohijado, pero, sin mayores 

sustentos ni facticos no jurídicos, revoca su decisión y por falta de estas 

pruebas niega de manera definitiva la libertad de mi prohijado. 

Con el respeto acostumbrado, es deber del Juzgado 12 de Ejecución de 

Penas y Medidas de seguridad, decretar estas pruebas para tener el sustento 

necesario para tomar una decisión de fondo acorde con el principio de 

legalidad, en aras de respetar los derechos fundamentales de mi cliente, 

como la libertad y el debido proceso, los cuales se ven seriamente afectados 

con este actuar por parte del Juzgado de primera instancia. 

Ahora, no son solo estos argumentos los que esboza el Juzgador de primera 

instancia, ya que entre uno y otro proveído, existe una similitud muy precisa 
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dentro de sus consideraciones, pero en el proveído impugnado, se logra 

extraer que, se esta desatando una solicitud de libertad condicional, así lo 

entiende esta defensa cuando el fallador de primera instancia a 

consideración el periodo de prueba que le fue impuesto a mi cliente, 

señalando que vencido este periodo, “no significa que automáticamente opera 

la extinción y liberación definitiva de la pena, sino que debe observarse que 

el procesado-condenado no haya incumplido durante el mismo las 

obligaciones que le fueron atribuidas con ocasión del sustituto de la libertad 

condicional.” 

Para esta defensa es transparente que, mi cliente, cumplió a cabalidad con 

la obligaciones impuestas durante el periodo de prueba, pero llama la 

atención a esta defensa que, no se haya considerado por parte del Juez 12 

el inexorable paso del tiempo, el cual, al momento de la solicitud impetrada 

por esta defensa, supera con creces la condena privativa de la libertad 

impuesta por el Juzgado 16 Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento, el cual el día 5 de marzo de 2014, condenó al señor LUIS 

EDUARDO MONTENEGRO QUINTERO a la pena principal privativa de la 

libertad de 72 meses, 20 días. 

Lo anterior se reafirma durante el análisis del proveído impugnado, al 

afirmarse que: 

“Es que precisamente, al hablar de condicional, ello quiere decir que la 

ejecución de la sanción de prisión que le fue impuesta se suspende, sin que 

ello implique que por los condenados en contraprestación no se deba cumplir 

en el lapso de prueba unas obligaciones, precisamente las contempladas en 

el artículo 65 del código de las penas, y las demás que está facultado el juez 

a imponer por ley. 

Por ello, entonces no llena los requisitos para el acceso a la extinción y 

liberación definitiva de la pena, al no conocerse que el señor LUIS EDUARDO 

MONTENEGRO QUINTERO haya cumplido con lo impuesto como obligaciones 

durante del período de prueba.” 

Es obvio para esta defensa que, el señor Juez de primera instancia, aparto 

de manera vertiginosa de lo normado por el artículo 317 del código de 

procedimiento penal, numeral 1, el cual enumera las causales de libertad, 

ya que ha operado el fenómeno jurídico de pena cumplida. 

Ahora bien, el artículo 67 del código penal señala que es indispensable que 

para la extinción de la pena y liberación definitiva del condenado, se debe 
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dar cabal cumplimiento a las obligaciones impuestas durante el periodo de 

prueba, de lo cual no existe prueba contraria dentro del plenario, como el 

mismo Juez de primera instancia señala. Frente a la no comisión de nuevos 

delitos, de esto tendría plena certeza el Juez de primera instancia de haber 

oficiado a la DIJIN, pero como revoca su propio auto de manera unilateral, 

pues este no puede ser el argumento en el cual se pretenda sostener la 

negativa a la libertad de mi cliente a la cual tiene pleno derecho. 

Sin mas cargas para el condenado, el artículo 67 del código penal señala 

que procede la extinción de la condena y la libertad definitiva y no como lo 

señala el juez de primera instancia al afirmar como requisito para tomar 

decisión, el pago de la multa. 

Trae como referente jurisprudencial, la sentencia C-665 de 2005, afirmando 

que: “el pago de la multa es requisito ineludible para poder otorgar la libertad 

condicional, con mas veras lo es y así debe entenderse, para poder 

declarar la extinción de la pena.” Desde esta perspectiva, le da un 

alcance y una interpretación que en definitiva no es lo que señala la 

mencionada sentencia, haciendo una similitud amañada entre la libertad 

condicional y la libertad por pena cumplida, que no es otra cosa que una 

tajante vulneración a los derechos fundamentales de mi cliente. 

Sin ánimo de controvertir lo argumentado por parte del fallador de primera 

instancia, en lo referente a la multa, esta defensa solicita a los Honorables 

Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, dar 

aplicación a lo normado en la ley 1709 de 2014, la cual en su artículo 3 de 

manera clara señala: 

“ARTÍCULO 3o. Modifícase el artículo 4o de la Ley 65 de 1993, el cual 

quedará así: 

Artículo 4o. Penas y medidas de seguridad. Son penas privativas de la 

libertad personal las previstas en la ley para los imputables, como la prisión 

y el arresto. 

La prisión es la pena privativa de la libertad impuesta, mediante sentencia, 

como sanción por la comisión de un delito y se cumple en un establecimiento 

penitenciario o en el lugar de residencia o morada del condenado o en el lugar 

que el juez determine. 

El arresto es la pena privativa de la libertad impuesta como sustitutiva de la 

pena de multa, como unidad de multa, y se cumple en los establecimientos 

especialmente destinados para este efecto o en el lugar que el juez determine. 
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La pena de prisión podrá ser intramural o domiciliaria. La prisión domiciliaria 

es sustitutiva de la prisión intramural. 

Son medidas de seguridad las aplicables a los inimputables conforme al 

Código Penal. 

PARÁGRAFO 1o. En ningún caso el goce efectivo del derecho a la 

libertad, a la aplicación de mecanismos sustitutivos de la pena 

privativa de la libertad o a cualquier otro beneficio judicial o 

administrativo, podrá estar condicionado al pago de la multa. 

PARÁGRAFO 2o. En firme la sentencia, la misma se remitirá a la jurisdicción 

coactiva para que se ejecute el cobro de la multa como pena accesoria a la 

pena de prisión. 

PARÁGRAFO 3o. En los eventos en los cuales la persona condenada carezca 

de los medios para el pago de la multa, el juez dispondrá que preste un 

servicio no remunerado en beneficio de la comunidad. Las entidades 

territoriales informarán a los jueces de ejecución de penas sobre los trabajos 

que pueden prestar las personas que carezcan de medios para el pago de la 

multa.” (Subrayado y negrilla propios.) 

En este orden de ideas, de manera diáfana ha querido el legislador ponderar 

del derecho a la libertad de los condenados, y que este derecho no quede 

supeditado al pago de la multa, la cual se entiende como una pena accesoria 

y no principal como lo argumenta el fallador de primera instancia en su 

proveído impugnado por esta defensa. 

Para el cobro de la multa, el estado a designado a la oficina de Cobro 

Coactivo DESAJ Bogotá, quien tiene la potestad de iniciar el proceso 

administrativo con la finalidad de obtener el pago efectivo del dinero, sin 

pretenderse extender la pena privativa de la libertad por el no pago de esta 

multa, lo cual sería inconstitucional e ilegal. 

III. SOLICITUD 

Por lo anteriormente argumentado, de manera respetuosa, solicito a los 

señores Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D.C., revoquen el auto No. 410-2022, de fecha 2 de agosto de 2022, emitido 

por el Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá 

D.C., y en su lugar se decrete la extinción de la pena, libertad definitiva por 

pena cumplida a favor de mi prohijado, el señor LUIS EDUARDO 
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MONTENEGRO QUINTERO, así como la devolución de la caución prestada 

y los respectivos paz y salvos. 

IV. NOTIFICACIONES 

 
Mi cliente y la suscrita, recibimos comunicaciones y/o notificaciones al 
correo electrónico andreacaballeroabogada@gamil.com 

Celular: 3212079568. 
  

Con distinción y respeto, 
 
  

 

 


